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La Trayectoria de la Libre Circulación de Personas  

en el MERCOSUR: de la Integración Económica  

a la Ciudadanía Regional – entre el Derecho Postulado y la 

Práctica Efectiva en términos de movilidad humana1 

Tatiana Cardoso Squeff2 

 

Resumen 

El Mercado Común del Sur (MERCOSUR), constituido originalmente con un marcado 

énfasis en la integración económica y comercial, ha experimentado una transición 

gradual hacia la inclusión de una agenda social y ciudadana. Este proceso busca 

trascender la mera circulación de factores productivos para alcanzar una movilidad 

humana efectiva en la región. Como consecuencia, surge el siguiente problema de 

investigación: ¿Han logrado los instrumentos jurídicos adoptados por el MERCOSUR 

superar las barreras estructurales a la libre circulación, o han generado meramente 

una movilidad facilitada que continúa supeditada a las voluntades políticas de los 

Estados Parte? La hipótesis de trabajo es que, a pesar de los avances normativos en 

materia de residencia y ejercicio profesional temporal, la libre circulación plena se 

ve obstaculizada por asimetrías en la protección social y en el reconocimiento de 

títulos, manteniendo al bloque en una etapa de cooperación regulatoria en el 

contexto de la migración y el reconocimiento de la ciudadanía regional. Por tanto, el 

objetivo central del texto es analizar los avances normativos y las barreras 

persistentes en la construcción de la movilidad regional y la ciudadanía del 

MERCOSUR, examinando la relación entre la libre circulación y la consolidación de 

la ciudadanía regional; la identificación de los desafíos en la armonización de 

derechos socio-laborales y de seguridad social; y a la evaluación de las limitaciones 

políticas y burocráticas en el reconocimiento de cualificaciones profesionales. Para 

tal efecto, en términos metodológicos se emplea una investigación cualitativa bajo 

el método hipotético-deductivo, con un enfoque descriptivo-explicativo. El 

procedimiento se basa en técnicas bibliográficas y el análisis documental de la 

 
1 Este trabajo se realiza dentro del Proyecto de Investigación Nacional (España) Los derechos 
fundamentales en las integraciones. Estudio constitucional comparado, con financiación obtenida en 
el marco de los Proyectos de “Generación de Conocimiento”, convocatoria 2021, 2022 y 2023. 
Referencia: PID2023-147570NB-I00, financiado por MICIU/AEI/10.13039/501100011033 y por 
FEDER, UE. Investigadores principales: José Luis García Guerrero y María Luz Martínez Alarcón. 
2 Profesora de Derecho Internacional en la Universidad Federal de Rio Grande do Sul - UFRGS. 
Doctora en derecho internacional por la UFRGS, con un período de estudios como research fellow en 
la University of Ottawa (Canadá). Máster en derecho público por la UNISINOS, con estancia 
académica en la University of Toronto (Canadá), con beca CAPES/DFAIT. Profesora de los Programas 
de Posgrado (maestría y doctorado) en Biocombustibles (UFU) y en Relaciones Internacionales 
(UFSM). Codirectora del grupo de estudios en Derecho Internacional Crítico - DiCri/CNPq. 
Vicepresidenta adjunta de relaciones internacionales de ASADIP. Designada como experta brasileña 
para la HCCH y perito ante la Corte IDH. 
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legislación del bloque. En conclusión, se puede decir que la libre circulación en el 

MERCOSUR permanece como un proyecto inconcluso debido a la naturaleza 

intergubernamental del bloque. Mientras persistan disparidades en las políticas 

públicas internas y falta de voluntad política para internalizar normas, la ciudadanía 

regional será frágil y la movilidad humana no alcanzará su potencial pleno. 

 

Palabras clave: MERCOSUR – Libre circulación de personas – Ciudadanía regional – 

Seguridad social – Revalidación de títulos 

 

Title: THE TRAJECTORY OF THE FREE MOVEMENT OF PERSONS IN MERCOSUR: FROM 

ECONOMIC INTEGRATION TO REGIONAL CITIZENSHIP – BETWEEN POSTULATED LAW AND 

EFFECTIVE PRACTICE IN TERMS OF HUMAN MOBILITY 

 

Abstract 

The Southern Common Market (MERCOSUR), originally established with a strong 

emphasis on economic and trade integration, has undergone a gradual transition 

toward the inclusion of a social and civic agenda. This process seeks to transcend 

the mere movement of factors of production to achieve effective human mobility 

within the region. Consequently, the following research question arises: Have the 

legal instruments adopted by MERCOSUR succeeded in overcoming structural 

barriers to free movement, or have they merely generated facilitated mobility that 

remains subject to the political will of the Member States? The working hypothesis 

is that, despite regulatory advances regarding residence and temporary 

professional practice, full free movement is hampered by asymmetries in social 

protection and the recognition of academic credentials, keeping the block in a stage 

of regulatory cooperation within the context of migration and the recognition of 

regional citizenship. Therefore, the central objective of this text is to analyze the 

regulatory advances and persistent barriers in building regional mobility and 

citizenship within MERCOSUR, particularly examining the relationship between free 

movement and the consolidation of regional citizenship; identifying the challenges 

in harmonizing socio-labor and social security rights; and evaluating the political 

and bureaucratic limitations in the recognition of professional qualifications. To this 

end, a qualitative research approach is employed, using the hypothetico-deductive 

method with a descriptive-explanatory focus. The procedure is based on 

bibliographic techniques and documentary analysis of the bloc's legislation. In 

conclusion, it can be said that free movement within MERCOSUR remains an 

unfinished project due to the bloc's intergovernmental nature. As long as disparities 

in internal public policies and a lack of political will to internalize regulations 

persist, regional citizenship will remain fragile and human mobility will not reach 

its full potential. 
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Keywords: MERCOSUR – Free movement of persons – Regional citizenship – Social 

security – Revalidation of degrees 

 

Sumario: I. Introducción. II. Libre Circulación y Ciudadanía Regional: la 

relevancia del establecimiento del Régimen Jurídico de la Libre 

Circulación y del Estatuto de la Ciudadanía del MERCOSUR. III. Desafíos 

y Avances en la Movilidad del Trabajador Mercosuriano: debates en 

torno a la limitada garantía de derechos socio-laborales y al restringido 

reconocimiento de la calificación profesional de los individuos 

intrabloque. IV. Barreras, Asimetrías y la Agenda Pendiente de la Libre 

Circulación en el MERCOSUR. V. Conclusiones. VI. Bibliografía.  

 

I. Introducción  

 El Mercado Común del Sur (MERCOSUR) nació de la creciente y necesaria 

integración entre los países del Cono Sur, especialmente Brasil y Argentina, los 

cuales salían de un período dictatorial y necesitaban un mayor poder de negociación 

para permitir un mejor desempeño de sus economías, que se abrían al mercado 

global, cada vez más basado en la mundialización del capital3 al final de la Guerra 

Fría. Así, los países mencionados decidieron unir fuerzas con Uruguay y Paraguay, 

economías menos industrializadas, con el fin de crear un bloque económico que 

pudiera generar un flujo comercial significativo entre sí, modernizar su estructura 

productiva, así como llamar la atención de otros Estados con el propósito de hacer 

fluir, más fácilmente, “los factores de producción, los bienes producidos, los 

servicios y los consumidores”, propiciando su propio desarrollo (JAEGER JR.: 2000, p. 

111). 

 Sin embargo, en un primer momento, aunque fuera importante para el 

“desarrollo económico-social de los ciudadanos y de las comunidades involucradas”, 

el bloque no se dedicó a tratar de manera más acentuada la libre circulación de 

personas ni siquiera temas correlatos, como la compatibilización del derecho 

 
3 Se trata de una “nueva configuración del capitalismo mundial y de los mecanismos que determinan su 
desempeño y regulación”. Específicamente, la “mundialización es el resultado de dos procesos 
interrelacionados, pero distintos. El primero puede caracterizarse por la fase más larga de acumulación 
ininterrumpida de capital que el capitalismo ha conocido desde 1914. El segundo se refiere a las 
políticas de liberalización, privatización, desregulación y desmantelamiento de conquistas sociales y 
democráticas, aplicadas desde el inicio de la década de 1980”. (FRANÇOIS CHESNAIS: 1996, pp. 13-34).  



LA TRAYECTORIA DE LA LIBRE CIRCULACIÓN DE PERSONAS EN EL MERCOSUR: DE LA INTEGRACIÓN ECONÓMICA A 

LA CIUDADANÍA REGIONAL – ENTRE EL DERECHO POSTULADO Y LA PRÁCTICA EFECTIVA EN TÉRMINOS DE 

MOVILIDAD HUMANA 

 
 

 

[101] 
INTEGRACIÓN REGIONAL & DERECHOS HUMANOS, AÑO XIII, NÚMERO 2, 2025, PP. 98-138 

laboral y social de los Estados Parte, dedicándose más a la ampliación del mercado 

y, por ende, a la circulación de mercancías. Por lo tanto, al guardar silencio respecto 

de prescripciones específicas relativas a las personas, como los trabajadores 

asalariados migrantes, aun cuando la integración los necesite “como sujetos de 

producción”, el Tratado de Asunción, que fundó el bloque en 1991, fue considerado 

defectuoso (JAEGER JR.: 2000, p. 111). 

 Incluso porque la mera mención en su preámbulo de que el desarrollo 

económico tendría un enfoque de “justicia social” no satisface los objetivos de un 

verdadero Mercado Común. Este requiere la libre circulación de personas, como una 

de sus libertades fundamentales4, para ser constituido – y no únicamente el fomento 

de la cooperación económica y la circulación de bienes y capitales. De ello trata, 

incluso, el artículo 1 del Tratado de Asunción, al señalar que el “Mercado Común 

implica la libre circulación de bienes, servicios y factores productivos entre los 

países” (JAEGER JR.: 2000, p. 111). 

 Por otro lado, es cierto que aquella previsión preambular y esta regla 

dispositiva generaron ciertos impactos en lo que respecta a la introducción gradual 

de la agenda social en el bloque5, especialmente con la creación de Subgrupos de 

Trabajo (SGT) vinculados al Consejo del Mercado Común —órgano constitutivo del 

 
4 Estas libertades son: la circulación de bienes, de personas, de servicios y de capitales (WERTER: 
1997, pp. 5-10. 
5 Aunque este tema se aborda más adelante en este texto, conviene señalar inicialmente que la 
primera manifestación de esta preocupación no tardó en aparecer en el ámbito del MERCOSUR, pues 
aún en diciembre de 1991, nueve meses después de la firma del Tratado de Asunción, los Ministros 
de Trabajo de los Estados Parte elaboraron la ‘Declaración de Montevideo’, que ya señalaba la 
necesidad de atender los aspectos socio-laborales en el bloque. Otros documentos de la década de 
1990 que fueron de suma importancia para el tema fueron el ‘Acuerdo para la Aplicación de los 
Controles Integrados en Frontera’, de 1993, que estableció un sistema coordinado, simplificado y 
rápido para la realización de los controles aduaneros, migratorios, sanitarios y de transporte en las 
fronteras internas del bloque; el ‘Programa de Acción del MERCOSUR’, de 1995, que señalaba la 
necesidad de profundizar y armonizar la movilidad humana entre los nacionales de los Estados 
Partes; y la adopción de la ‘Declaración Socio-Laboral del MERCOSUR’, de 1998, que abordó el 
establecimiento de un conjunto de principios y derechos socio-laborales a ser observados por los 
Estados Partes. No obstante, fue solo a partir de los años 2000 que se produjo un cambio efectivo de 
paradigma, con la percepción de la necesidad de legitimar el bloque ante sus ciudadanos, 
incorporando la dimensión social y humana en su agenda, ejemplificada por el ‘Acuerdo sobre la 
Residencia para Nacionales de los Estados Partes’, en 2002, y alcanzando su “cima” con la adopción 
del Estatuto de la Ciudadanía del MERCOSUR en 2010, que sucedió a la creación de órganos como el 
Instituto Social del MERCOSUR (ISM), en 2007, y el Instituto de Políticas Públicas en Derechos 
Humanos (IPPDH), en 2009, que ya trabajaban en este sentido (JAEGER JR.: 2000, p. 115). 
"Os direitos fundamentais dos trabalhadores e flexibilização na Declaração Sociolaboral do Mercosul: 
um estudo comparativo" (SONIA DE CAMARGO: 2010, pp 489-517 y BELTRAME DE MOURA: 2015, pp. 630-
648). 
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bloque, instituido a partir del Protocolo de Ouro Preto (MERCOSUR, 1994: art. 3 y 8), 

que definió la estructura institucional definitiva del MERCOSUR—, los cuales 

presentan una agenda orientada a temas correlatos a la circulación de personas, 

como el actual SGT 10, relativo a “Asuntos Laborales, Empleo y Seguridad Social”, y 

el SGT 18, relativo a la “Integración Fronteriza” (MERCOSUR, s.f.). Otro órgano de gran 

relevancia para el fomento de la circulación de personas es el Foro Consultivo 

Económico-Social, también fundado por el Protocolo de Ouro Preto (MERCOSUR, 

1994: art. 28), cuyo objetivo es permitir a la sociedad civil la discusión, por la vía de 

la consulta, de las políticas tanto económicas como sociales del proceso de 

integración mercosuriano, ampliando así su sesgo democrático y legitimando el 

bloque ante sus ciudadanos (JAEGER JR.: 2000, pp. 123-128). 

 Sin embargo, se sabe que, por tratarse de un bloque regido por el Derecho de 

la Integración (basado en la intergubernamentalidad)6 en detrimento del Derecho 

Comunitario (basado en la supranacionalidad), se depende en gran medida de las 

voluntades políticas de cada Estado Parte y de sus respectivos congresos para la 

plena consolidación de la libre circulación, siendo necesario transponer barreras 

tanto físicas como jurídicas que la obstaculizan (RUIZ DIAZ: 1993, p.73). Algunos de 

estos obstáculos ya han venido siendo superados a lo largo de sus 24 años de 

existencia, pero aún existen otros que hacen que el Mercado Común todavía no sea 

una realidad (CARDOSO SQUEFF: 2023, p. 132-149), a pesar de que el mismo debería 

haber sido alcanzado hasta el 31 de diciembre de 1994, conforme al ya referido 

artículo 1 del Tratado de Asunción (MERCOSUR, 1991: art. 1). 

 Por lo tanto, se parte de la siguiente pregunta de investigación: ¿los 

instrumentos jurídicos adoptados por el MERCOSUR a lo largo de sus 24 años 

superaron las barreras históricas a la libre circulación en el bloque, o solo crearon una 

circulación facilitada aún dependiente de los Estados Parte? La hipótesis con la que 

se trabaja es que, a pesar de los avances significativos en la facilitación de la 

residencia y de la emergencia de mecanismos para el ejercicio temporal de 

profesiones, la libre circulación plena aún se ve obstaculizada por las asimetrías en 

 
6 Esta diferencia radica básicamente en la ausencia de primacía del derecho de integración, de modo 
que, en este modelo, es necesaria la aprobación de todas las normas del bloque por los Estados 
miembros para que puedan generar efectos, a diferencia de las directivas y reglamentos europeos 
(VENTURA: 2003, pp. 133-224). 
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la protección social y en la circulación de títulos entre los Estados Parte, 

manteniendo al bloque en una etapa de cooperación regulatoria y no de un Mercado 

Común pleno para la movilidad humana. Aquí, incluso, reside la relevancia de este 

estudio, pues, a fin de alcanzar su objetivo mayor, es decir, convertirse en un 

Mercado Común, el MERCOSUR necesitaría superar estas dificultades. 

 Así, se destaca que este texto tiene como objetivo analizar los avances 

normativos y las barreras persistentes en la construcción de la movilidad regional, 

no limitándose a un mero análisis de los Acuerdos de Residencia, sino también de 

los instrumentos que garantizan los derechos sociales y la igualdad de trato de los 

trabajadores migrantes, además de la habilitación profesional. Para ello, se realiza 

una investigación cualitativa, que sigue el método hipotético-deductivo de abordaje 

y que utiliza los métodos descriptivo y explicativo en cuanto al análisis de los 

objetivos. En relación con el procedimiento de investigación, se opta por el uso de 

las técnicas bibliográficas y documentales, en particular, del análisis de la legislación 

del bloque.  

 

II. Libre Circulación y Ciudadanía Regional: la relevancia del 

establecimiento del Régimen Jurídico de la Libre Circulación y del Estatuto 

de la Ciudadanía del MERCOSUR 

En contextos de integración regional, junto a la libre circulación de bienes, 

servicios y capitales, la libre circulación es vista como un valor fundamental a ser 

implementado en el ámbito de los bloques regionales, con miras a la constitución de 

un espacio común. Además, puede definirse como el derecho fundamental 

concedido a los ciudadanos y residentes de los Estados Parte de un bloque regional 

de circular y permanecer libremente en el territorio de los demás países integrantes 

del mismo, sin perjuicio de las limitaciones y condiciones previstas en los tratados 

existentes en el ámbito del bloque (BARZA: 2017, pp. 221-246). Por ello se afirma que 

la libre circulación desempeña un papel central en la consolidación del Mercado 

Común. Al fin y al cabo, concreta no solo los anhelos económicos de un bloque en el 

plano de la integración regional, sino que también se convierte en un derecho 

fundamental en el proceso de su construcción. Más que eso, sin embargo, también 

ejerce una función esencial para la efectivización de una ciudadanía regional. 



TATIANA CARDOSO SQUEFF 

 

 

 

[104] 
INTEGRACIÓN REGIONAL & DERECHOS HUMANOS, AÑO XIII, NÚMERO 2, 2025, PP. 98-138 

 

La ciudadanía regional, a su vez, es un concepto que surge de la necesidad de 

redefinir la relación entre el individuo y la organización política en un contexto de 

integración regional, ya sea intergubernamental o supranacional, en el que los 

vínculos de derechos y deberes se expanden más allá de las fronteras nacionales de 

un solo país, alcanzando a los ciudadanos de los demás Estados Parte (WOLKMER: 

1998, pp. 51-52). De este modo, la ciudadanía regional puede definirse mejor como 

un conjunto de derechos, participación y pertenencia que se concede a los 

nacionales de los Estados Parte de un bloque económico, estableciendo un nuevo 

nivel de vínculo político y social que trasciende la ciudadanía tradicional vinculada 

exclusivamente al Estado-nación (WEINRICH: 2021, pp. 255-273). Representa un 

estatus legal y social que asegura el ejercicio de derechos fundamentales dentro del 

espacio común de integración (WOLKMER: 1998, pp. 52 y ERNES: 2022, pp. 108-137), 

como la libre circulación, la residencia y el trabajo, y, idealmente, fomenta un sentido 

de identidad e incluso de lealtad regional (WEINRICH: 2021, pp. 257). En este marco, 

se verifica que la libre circulación de personas es el derecho fundamental 

instrumental que activa y materializa no solo el Mercado Común en sí, sino también 

la propia ciudadanía regional. Por ello es tan relevante. 

La relación entre ambos puede definirse en tres niveles principales: el 

económico, el jurídico-instrumental y el social-identitario (PINTO: 2023, pp. 61-82 y 

KOCHENOV: 2010, pp. 307-325). El primero es el nivel económico, en el cual la 

ciudadanía regional es vista como una oportunidad. En detalle, la libre circulación, 

al permitir que un ciudadano se desplace para trabajar, estudiar o incluso abrir un 

negocio en otro país del bloque, garantiza el acceso a un mercado de trabajo y de 

servicios ampliado. Por ello, se entiende que la libre circulación garantiza una 

“ciudadanía regional económica”, la cual permite que el no nacional disfrute de los 

beneficios económicos del bloque en pie de igualdad con los nacionales de ese 

Estado Parte (MÁRMORA & PÉREZ: 1997, p. 267), garantizando así el acceso a las 

cuatro libertades de un Mercado Común (HERMES: 2019, pp. 121-126). 

Asimismo, para ello, es necesario que se permita la movilidad en sí. En este 

ámbito surge el segundo nivel, el jurídico-instrumental, a través del cual se percibe 

la ciudadanía como Derecho. En este caso, la libre circulación (el derecho de ir, venir, 

trabajar y residir) es el medio, es decir, constituye el contenido primario y el derecho 
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más tangible de la ciudadanía regional. Ella transforma al ciudadano de un Estado 

Parte en un sujeto de derechos más allá de sus fronteras nacionales (VARELA: 2012, 

pp. 104-105). En el ámbito del Cono Sur, ello no ocurrió de manera inmediata, 

estableciéndose solo a partir del Acuerdo de Residencia para Nacionales del 

MERCOSUR de 2002 (BELTRAME DE MOURA: 2018a, pp.135-153), que, en otras 

palabras, operacionalizó la Ciudadanía Regional a partir del reconocimiento de los 

derechos de circulación y permanencia de los individuos de los Estados Parte, sin lo 

cual a la persona se le conferiría un tratamiento como migrante común (MODOLO: 

2010, pp. 29-50). 

Es decir, a pesar de que la Resolución 44/94 del Grupo Mercado Común 

permitió ya en la década de 1990 el reconocimiento de la validez de los documentos 

de identidad de los individuos de los Estados Parte del MERCOSUR con el fin de 

garantizar una movilidad transfronteriza facilitada para los ciudadanos del bloque 

(MERCOSUR, 1994), de la firma del “Acuerdo sobre el Tránsito Vecinal Fronterizo” en 

1999, creando el Documento de Tránsito Vecinal Fronterizo (DTVF), que garantiza 

al portador que esté domiciliado en zonas contiguas de dos o más países del bloque 

(incluyendo dos Estados entonces asociados —Bolivia y Chile—) (MERCOSUR, 1999a) 

una movilidad diferenciada a través de las fronteras (MERCOSUR, 1999b), y de la firma 

del “Acuerdo sobre la Exención de Visas” en 2000 con el fin de garantizar la entrada 

de artistas, profesores, científicos, atletas, periodistas, profesionales liberales y 

técnicos especializados por 90 días corridos (prorrogables por igual período) por 

año, sin necesidad de solicitar visa previa (MERCOSUR, 2000: art. 2), es con la 

adopción del mencionado Acuerdo de Residencia que la movilidad mercosuriana 

realmente toma forma. Al fin y al cabo, dicho Acuerdo no se limita únicamente a la 

circulación de ciudadanos que viven en ciudades limítrofes o de profesionales 

calificados. 

Este instrumento fechado en 2002 normativizó la migración intrabloque, 

disciplinando la obtención de residencia legal temporal y/o permanente para 

nacionales de los Estados Parte del MERCOSUR, posibilitando que los solicitantes 

que se encuentren en el país de origen o ya en el país de destino puedan solicitar 

una residencia temporaria de hasta dos años en otro Estado Parte del bloque, sin la 

necesidad de presentar vínculo laboral, de estudio, acogida humanitaria o cualquier 
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otra forma predefinida (MERCOSUR, 1999: art. 3 y 4). Para ello, el migrante debe 

presentar una solicitud del país de destino debidamente completada, el documento 

de identidad o pasaporte válido y el certificado negativo de antecedentes 

judiciales/penales del país de origen y de los países en los que haya residido en los 

cinco años anteriores, una declaración de ausencia de antecedentes penales o 

policiales internacionales, además de pagar una tasa prefijada en cada Estado 

Parte7. Dicha residencia, temporal conforme al Acuerdo, puede ser renovada o 

transformada en permanente, mediante la comparecencia del migrante ante la 

autoridad migratoria del país de destino hasta 90 días antes de su vencimiento, bajo 

pena de quedar sometido a la legislación migratoria común de cada Estado Parte 

(MERCOSUR: 2002, art. 5 y 6). 

Cabe señalar que el Acuerdo prevé la reunificación familiar, de modo que 

cónyuges, hijos menores de edad o con discapacidad, ascendientes o dependientes 

del/la solicitante principal tienen el derecho de solicitar la residencia —temporal o 

permanente— junto con él/ella en el país de origen o ya en el país de destino, sin 

que haya que hablar de cuotas o límites de visas a ser concedidas entre los Estados 

Parte ni siquiera de la necesidad de que tanto el solicitante principal como aquel que 

pertenezca a su grupo familiar regrese al país de origen para tramitar su solicitud 

(MERCOSUR: 2002, art. 3). 

Además, se destaca que el Acuerdo concede a estos migrantes, temporales o 

permanentes, un trato igualitario al de los nacionales en términos de acceso y libre 

ejercicio de la actividad profesional, incluso en lo que respecta a derechos y 

obligaciones, especialmente en lo relativo a las condiciones de trabajo (salario, 

jornada, seguridad social, etc.) y al derecho de remesa de dinero a su país de origen 

(MERCOSUR: 2002). 

. Ejemplificando esta igualdad, se presenta el caso del estado de São Paulo, en 

Brasil, que ofrece “programas de calificación profesional a los trabajadores 

[mercosurianos] que se encuentren en una situación vulnerable, como 

 
7 Se señala que Uruguay, mediante el Decreto n. 312/2015, no cobra tasas a los ciudadanos de los 
Estados Parte del MERCOSUR, ni tampoco a los venezolanos, siendo la solicitud remitida al Ministro 
de Relaciones Exteriores y no al Ministerio del Interior, como ocurre con los demás tipos de visado 
(VOLCATO DA COSTA: 2020, p. 97) 
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frecuentemente ocurre con nacionales bolivianos y paraguayos en Brasil” (BELTRAME 

DE MOURA: 2015, p. 638). 

Aunque su entrada en vigor haya tardado en concretarse, ocurriendo solo en 

2009 debido a la demora en la ratificación por parte de Paraguay, bilateralmente el 

tratado ya estaba vigente para los demás países desde 2006. Cabe señalar que 

Venezuela, Estado Parte del MERCOSUR desde 2012, no lo ratificó, motivo por el 

cual no es aplicable a los migrantes de ese país8. Asimismo, es aplicable a los demás 

Estados del bloque (Argentina, Bolivia, Brasil, Paraguay y Uruguay), así como a 

algunos de sus Estados Asociados (como Colombia, Chile9 —de manera limitada—, 

Ecuador y Perú) (HERMES: 2019, p. 128). 

A continuación, el tercer y último nivel que relaciona la libre circulación y la 

ciudadanía regional es el social-identitario, en el cual la ciudadanía es vista como 

una forma de pertenencia. En este caso, se entiende que la repetición del ejercicio 

de la libre circulación en el ámbito del bloque regional a lo largo del tiempo 

construye el sentido de identidad y pertenencia en ese entorno. En otras palabras, 

la libre circulación construye lo que puede denominarse “ciudadanía sociológica”, 

en la que, al facilitar el intercambio cultural, la convivencia y la migración de manera 

continua, la movilidad libre fomenta la creación de lazos sociales transnacionales y 

el desarrollo de un sentimiento de colectivo regional, el “nosotros”. En el ámbito del 

MERCOSUR, puede afirmarse que este tercer nivel tiene como hito inicial el Estatuto 

de la Ciudadanía. 

Pensado inicialmente en 2010 (o incluso antes, en 200310) como un Protocolo 

Adicional al Tratado de Asunción, el Estatuto de la Ciudadanía del MERCOSUR surge 

 
8 Aunque no es aplicable, tanto Argentina como Uruguay aplican unilateralmente el Acuerdo a los 
migrantes provenientes de Venezuela, así como de Guyana y Surinam. Los demás Estados Parte del 
Acuerdo, sin embargo, adoptan el criterio de reciprocidad, de modo que, si en ese país los demás 
nacionales (brasileños, paraguayos, etc.) no gozan de los beneficios del Acuerdo de Residencia, los 
venezolanos (Estado Parte del MERCOSUR desde 2012) tampoco disfrutarán de los mismos (VOLCATO 

DA COSTA: 2020, pp. 78, 84, 90 y 99 HERMES: 2019, p. 128). 
9 “Chile, firmante inicial de la norma, restringe su aplicabilidad únicamente a los demás Estados que 
también suscribieron el acuerdo en el momento inicial, es decir, Argentina, Brasil, Paraguay, Uruguay 
y Bolivia, excluyendo, por tanto, a los países asociados que se adhirieron posteriormente, esto es, 
Perú, Ecuador y Colombia.” (HERMES: 2019, p. 127). 
10 Puede afirmarse que la decisión n. 64/2010 deriva, además, de otra más antigua, adoptada en un 
momento de verdadera convergencia política en el bloque, a saber, la “decisión n. 26/2003, que 
estableció el Plan de Trabajo del MERCOSUR 2004-2006”, la cual ya reflejaba el intento “de ampliar 
la agenda de integración, en el sentido de que divide la agenda del bloque en tres dimensiones: 
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“a partir de un Plan de Acción, adoptado por la Decisión n.º 64/2010 del Consejo del 

Mercado Común (CMC)”, en conmemoración de los 30 años de existencia del bloque, 

“previendo un conjunto de derechos fundamentales para los nacionales de los 

Estados Partes, así como estableciendo el concepto de ciudadano del MERCOSUR” 

(VOLCATO DA COSTA ET. AL.: 2022, pp. 30-60). Para ello, preveía una agenda de 

implementación de derechos mínimos de los ciudadanos intrabloque orientada a 

implementar la política de libre circulación de personas y la paridad de derechos 

civiles, sociales, culturales y económicos entre los individuos, incluyéndose entre los 

derechos sociales el derecho a la igualdad de condiciones de acceso al mercado de 

trabajo, al sistema de salud y a la educación, de manera progresiva, en un período 

de 10 años a contar desde su firma (que culminaría en 2021, año en que el Estatuto 

fue concretado) (MERCOSUR, 2010a: art. 2). 

Es decir, el Estatuto demostró ser “una nueva herramienta que recopila los 

derechos y garantías contenidos en [otras] normativas vigentes —un tanto 

dispersas y muchas veces de difícil comprensión y acceso para el lego—, con el 

objetivo de dar visibilidad a esos derechos, acercando al ciudadano del Mercosur” 

(KLEIN VIEIRA: 2022). Más que eso, el Estatuto aclara que, en el MERCOSUR, “la 

dimensión social no fue simplemente considerada como un complemento de la 

libertad de circulación, inicialmente destinada solo a los trabajadores, sino como 

una protección de la persona como tal, es decir, vinculada a una noción más amplia 

de derechos fundamentales” (BELTRAME MOURA: 2018, pp. 93-103). Al fin y al cabo, el 

Estatuto de la Ciudadanía del MERCOSUR cuenta en total con 11 capítulos 

temáticos11 destinados a la creación de cronogramas de acciones en las más diversas 

áreas, los cuales parecen verdaderamente consolidar los derechos humanos como 

eje fundamental del bloque, permitiendo la formación de una conciencia de 

pertenencia y de una identidad en este espacio, que parte de la movilidad humana. 

Específicamente en lo que respecta a la libre circulación, el capítulo 1 retoma 

las prerrogativas del Acuerdo de Residencia, así como de instrumentos anteriores 

 
MERCOSUR económico-comercial; MERCOSUR Social; y MERCOSUR Institucional”. (SALLES ET. AL., 
2021a: pp 55-74). 
11 Estos son: “circulación de personas, integración fronteriza, cooperación judicial y consular, trabajo 
y empleo, seguridad social, educación, transporte, comunicaciones, defensa del consumidor, 
derechos políticos y acceso del ciudadano a los órganos del MERCOSUR” (VOLCATO DA COSTA ET. AL., 
2021: pp.105-125) 
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que buscaban facilitar la movilidad. El punto destacado es el proyecto de establecer, 

por ejemplo, el registro electrónico en detrimento de puntos de control fronterizos 

físicos (MERCOSUR: 2010b). En cuanto al capítulo 2, relativo a la integración 

fronteriza, se estableció que los países adoptarían/articularían “normas y 

procedimientos comunes relativos a la circulación de los trabajadores en las zonas 

de frontera y llevarían a cabo las acciones necesarias para mejorar las 

oportunidades de empleo y las condiciones de trabajo y de vida de esos 

trabajadores” (MERCOSUR: 2010b, art. 11) 

Ya en el capítulo 4, sobre trabajo y empleo, debe destacarse la necesidad de 

que los Estados reconozcan, entre otros aspectos, la no discriminación, la mejora de 

las condiciones laborales para los trabajadores migrantes y fronterizos, la libertad 

sindical y, especialmente, la creación de políticas públicas que estimulen el pleno 

empleo (MERCOSUR, 2010b: art. 18). En relación con el capítulo 5, sobre la seguridad 

social, se asumió el compromiso de que “los trabajadores de un Estado Parte del 

MERCOSUR que presten o hayan prestado servicios en cualquiera de los Estados 

Parte podrán acceder a los derechos de la seguridad social en igualdad de derechos 

y obligaciones con los nacionales” (MERCOSUR: 2010b, art. 21). 

Así, se tiene que la libre circulación de personas continua y simplificada 

ayuda a diluir las fronteras físicas, creando no solo un entorno económico-mercantil, 

con más oportunidades para quienes pueden beneficiarse de esta movilidad 

facilitada, sino también estimulando la adopción de una identidad política y social 

común entre los individuos provenientes de los Estados Parte, en la medida en que 

su tutela pasa a ser más armonizada, configurando esta una forma más avanzada de 

ciudadanía regional, la cual es considerada de gran importancia para sellar la 

existencia de un entorno integrado entre países que aspiran a algo más que un mero 

crecimiento económico. 

Sin embargo, se sabe que en el MERCOSUR esta ciudadanía regional plena, en 

sus tres dimensiones, aunque ya se persiga, aún es un proyecto (FLORES JUNIOR: 2007, 

pp. 17-31). Las limitaciones para implementar íntegramente dicho cronograma de 

acciones de 2010 hacen que este objetivo todavía sea algo por alcanzar, siendo 

necesario que los Estados Parte adopten una serie de medidas que permitan la 

creación de un verdadero sentimiento de pertenencia. Hasta el momento, incluso 
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por seguir siendo una Unión Aduanera imperfecta (CARDOSO SQUEFF: 2023, pp. 132-

149), se considera que el MERCOSUR permanece mayoritariamente como un 

proyecto de desregulación económica, pero no como un proyecto amplio de 

derechos prescriptos (BELTRAME DE MOURA: 2018, p. 148) y de coordinación de 

políticas públicas (MELLO SOUZA ET. AL.: 2010). Así, mientras los Estados Parte del 

bloque no prescriban y garanticen el goce de derechos plenos, como los laborales y 

de seguridad social, y mantengan grandes disparidades en sus políticas sociales, 

como aquellas que afectan la movilidad del trabajador común o calificado, la 

ciudadanía regional será frágil y la libre circulación de personas no alcanzará su 

pleno potencial. Por ello, en el siguiente punto se discuten de manera específica los 

desafíos y avances de este tipo de movilidad. 

 

III. Desafíos y Avances en la Movilidad del Trabajador Mercosuriano: 

debates en torno a la limitada garantía de derechos socio-laborales y al 

restringido reconocimiento de la calificación profesional de los individuos 

intrabloque 

La movilidad de los trabajadores en el MERCOSUR presenta una paradoja: 

existen avances significativos en el plano normativo, especialmente, como lo 

establece el Acuerdo de 2002, pero persisten desafíos estructurales y burocráticos 

que impiden la plena efectivización de la libre circulación de personas como en los 

modelos más avanzados de integración, tal como se observa en la UNIÓN EUROPEA 

(2007: art. 45), por ejemplo. 

Si por un lado, como se ha visto, el Acuerdo de 2002 simplificó drásticamente 

la movilidad intrabloque, garantizando el derecho a la residencia temporaria de 2 

años y, posteriormente, a la residencia permanente a todos los nacionales del bloque 

únicamente con la prueba de nacionalidad y la inexistencia de antecedentes penales, 

sin ninguna necesidad de comprobación de vínculo laboral, estudiantil u otro 

fundamento específico; por otro lado, se tiene que este derecho resulta limitado en 

razón de algunos factores, los cuales fueron señalados por el “Programa Mercosur 

Social y Participativo”, de 2008. 

El referido Programa no es una iniciativa regional. Fue creado por BRASIL 

(2008), mediante el Decreto n.º 6.594, con el objetivo de reunir “diversas 

representaciones de la sociedad civil para discutir medidas de gobierno y los 
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desafíos de la integración [regional] junto con funcionarios del gobierno federal”, 

estando “integrado por liderazgos de organizaciones sociales de [diversos] 

sectores” con proyección nacional, que se dedican a la temática de la integración, 

especialmente de las iniciativas mercosurianas (BRASIL, 2015). Sin embargo, al 

orientarse al fortalecimiento de la dimensión social y a la promoción de la 

participación de la sociedad civil en las decisiones del bloque, el Programa señaló 

tres grandes áreas que deberían guiar las discusiones entre los gobiernos de los 

Estados Parte sobre la libre circulación de personas, por ser consideradas 

deficientes. 

Son ellas: (i) la falta de armonización de derechos y políticas públicas, 

especialmente en términos de seguridad social y de garantía de oportunidades para 

los trabajadores provenientes de otros Estados Parte, y (ii) las dificultades en torno 

al reconocimiento de la calificación profesional de ciudadanos de otros Estados 

Parte en los países del bloque (CAMARGO: 2010, pp. 508-510). En lo que respecta al 

primer desafío para la movilidad de los trabajadores mercosurianos, debe 

destacarse la dificultad de los Estados Parte para armonizar plenamente los 

sistemas de seguridad social y previsional, lo que hace que los trabajadores, al 

trasladarse a otro país del bloque, pierdan el derecho a la asistencia social o 

encuentren obstáculos en el cómputo del tiempo de servicio. 

Es cierto que desde la década de 1990 la temática socio-laboral está presente 

en la agenda del bloque. Un ejemplo de ello es la adopción de la “Declaración 

Sociolaboral del Mercosur” en 1998, durante la XV Reunión del Consejo del Mercado 

Común, realizada en la ciudad de Río de Janeiro, Brasil. Aunque se trate de soft law, 

su función es servir como marco ético-normativo en la protección y aplicabilidad de 

los derechos laborales y sociales de los migrantes mercosurianos durante el proceso 

de integración regional (APARECIDA PINTO: 2022, pp. 280-300 y IRIGOYEN PEDUZZI: 

2005). Además, también tiene como objetivo incentivar la armonización normativa 

entre los países del bloque, estimulándolos a adaptar sus legislaciones para cumplir 

con los principios allí establecidos (MERCOSUR: 1998, art. 20). 

Los principales derechos y principios abordados en la Declaración están 

divididos en tres frentes. La primera se refiere a los derechos individuales, con 

énfasis en la igualdad de género (MERCOSUR: 1998, art. 3) y de trato en términos 
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laborales entre los trabajadores provenientes de distintos países del bloque 

(MERCOSUR: 1998, art. 4), así como en la prohibición del trabajo forzoso (MERCOSUR: 

1998, art. 5) e infantil (MERCOSUR: 1998, art. 6), y en el principio de no 

discriminación, que garantiza la igualdad efectiva de derechos, trato y 

oportunidades en el empleo y la ocupación (MERCOSUR: 1998, art.1). La segunda 

contempla los derechos colectivos, destacándose la libertad sindical (MERCOSUR: 

1998, art. 8), que garantiza el derecho a la libre asociación, a la constitución y 

afiliación a organizaciones sindicales, además de la negociación colectiva 

(MERCOSUR: 1998, art. 10); el derecho de huelga (MERCOSUR: 1998, art. 11); y el 

diálogo social y la consulta tripartita (gobierno, trabajadores y empleadores) sobre 

cuestiones laborales (MERCOSUR: 1998, art. 13). Por último, la tercera está 

relacionada con la protección social, relativa al compromiso de los Estados Partes 

de garantizar una red mínima de asistencia al trabajador independientemente de su 

nacionalidad, que abarca el fomento del empleo (MERCOSUR: 1998, art. 14), 

concerniente al compromiso de promover políticas activas para la creación de 

empleo y el desarrollo económico, con el fin de corregir desequilibrios sociales y 

regionales; y la protección de la salud y de la seguridad del trabajador mercosuriano 

intrabloque (MERCOSUR: 1998, art. 17), 

En el documento, aunque de carácter sugestivo y programático, se previó un 

mecanismo de seguimiento a través de la Comisión Sociolaboral del MERCOSUR 

(1998, Art. 20 y 21) —un órgano tripartito que se reuniría regularmente para 

analizar los informes presentados por los Estados Parte sobre el cumplimiento de la 

Declaración—, recomendando a los órganos superiores del bloque la adopción de 

medidas con miras a mejorar la situación de los trabajadores en un determinado 

país12. Dicha Comisión, además, podría recibir reclamaciones sobre el 

incumplimiento de los principios establecidos en la Declaración, recomendando 

igualmente alternativas para la protección de los derechos de los trabajadores. Cabe 

 
12 Cabe destacar que, institucionalmente, el MERCOSUR también se desarrolló con el fin de buscar 
implementar la agenda socio-laboral en el bloque. Entre estos se destacan la Reunión de Ministros y 
Autoridad de Desarrollo Social del MERCOSUR (RMADS) en 2003, el Instituto Social del MERCOSUR 
(ISM) en 2007, la Comisión de Coordinación de Ministros de Asuntos Sociales del MERCOSUR 
(CCMASM) en 2008, el Instituto de Políticas Públicas en Derechos Humanos (IPPDH) en 2009, la 
Unidad de Participación Social (UPS) y el cargo de Alto Representante General del MERCOSUR 
(ARGM) —estos dos últimos en 2010. (SALLES ET. AL., 2021b: pp. 55-74) 
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señalar, no obstante, que el citado “mecanismo de aplicación y seguimiento no 

[tendría] carácter punitivo, sino que [buscaría actuar] a través de instancias 

nacionales, solucionando las controversias y el incumplimiento de los dispositivos 

de la Declaración en forma de programas y apoyo técnico” (FERREIRA CRUZ: 2001, pp. 

28-29). 

La Declaración, además de haber sido revisada y ampliada en 2015, 

incorporando nuevos conceptos como el de trabajo decente de la Organización 

Internacional del Trabajo (OIT)13, tenía también otro papel fundamental: el de 

buscar garantizar la efectividad del Acuerdo Multilateral de Seguridad Social del 

MERCOSUR de 1997, cuyo objetivo era precisamente garantizar derechos 

previsionales a los trabajadores mercosurianos intrabloque. Acerca de este tratado, 

es necesario realizar algunas observaciones, pues, en el papel, realmente contribuye 

a una regionalización de la agenda social. 

Específicamente, este Acuerdo busca “constituirse como un elemento de 

regularización, armonización y convergencia entre las legislaciones de los Estados 

constitutivos del bloque” (CAMARGO: 2010, pp. 508), ya que prevé la posibilidad de 

que los trabajadores provenientes de los Estados Partes y sus familiares gocen de 

derechos de carácter previsional (relativos a temas como jubilación, accidentes de 

trabajo, invalidez y muerte) y de salud en los demás países que componen el 

MERCOSUR (1997), aprovechándose así del tiempo de contribución realizado en un 

país en el que el individuo ejerció su actividad en otro. 

En otras palabras, este “Acuerdo reconoce los principios materiales basilares 

del derecho internacional en materia de seguridad social, como la aplicación de la 

ley del lugar de ejecución, la no discriminación, la conservación de los derechos 

adquiridos y la acumulación de los períodos de trabajo” (DAL RI ET. AL. : 2020, pp. 34-

56), los cuales serán transmitidos por las propias entidades gestoras entre sí (como 

el Instituto Nacional del Seguro Social brasileño —INSS—) y aplicados sin la 

 
13 “La estructura de esta declaración revisada mantuvo la organización presentada en la versión 
original; no obstante, añadió dos nuevos capítulos al texto: el Capítulo I, titulado Principios Generales, 
compuesto por tres artículos; y el Capítulo VI, relativo a las Disposiciones Transitorias, compuesto, a su 
vez, por dos artículos”. También se otorgó gran énfasis a la promoción de empresas sostenibles, 
considerándolas una forma de alcanzar el trabajo decente, el desarrollo sostenible y la innovación 
que mejora los niveles de vida y las condiciones sociales, dialogando directamente con los Objetivos 
de Desarrollo Sostenible (ODS), en particular con el ODS 8.  (OLIVEIRA ELSNER, 2020: pp. 9-35) 
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exigencia de formalidades tradicionales, como la traducción jurada y la legalización 

de los extractos de contribuciones, por ejemplo. Por ello, este Acuerdo de 1997 es 

considerado bastante importante en términos de concreción de la movilidad 

humana regional, siendo incluso susceptible de fomentar la ciudadanía sociológica 

anteriormente mencionada. 

Ocurre que, aun con todos estos hitos normativos (PRUCHETA: 2015, pp.123-

139), los debates en torno a la protección de los derechos de los trabajadores se 

vieron frenados, sobre todo, en función “de los impactos retardatarios de las crisis 

globales iniciadas por la Crisis de México, en 1994, seguida de la Crisis de los Tigres 

Asiáticos, en 1995, y de la Crisis en Rusia, en 1998” (Da ROCHA BOTEGA: 2012, pp. 576-

591). Esta fue la razón por la cual el tema solo volvió a ser debatido en los años 2000, 

en particular, con el ya referido Acuerdo de Residencia de 2002, en el que se abogó 

por una mayor ejecutabilidad de los acuerdos de reciprocidad en materia 

previsional (MERCOSUR: 2002, art. 9), aunque no haya hecho referencia al Acuerdo de 

1997 (DAL RI ET. AL.: 2020, pp. 48); y con el Estatuto de la Ciudadanía de 2010, que 

reafirmó los compromisos entre los Estados Partes sobre la materia (MERCOSUR: 

2010, art. 20). 

Y aun con la entrada en vigor del “Acuerdo Multilateral de Seguridad Social 

del MERCOSUR de 1997” (hard law) en el año 2005, tras la ratificación paraguaya 

(SCHULTZ DE CARVALHO, 2014: pp.1668-1702), este sigue siendo un tema frágil en el 

ámbito del bloque (SCHULTZ DE CARVALHO: 2014, pp. 1687), dado que el continuo 

desajuste en términos de legislación doméstica previsional y sanitaria básica 

relativa a los derechos de los migrantes en los Estados Partes, que aún debe ser 

superado14, puede conducir a su marginación social y económica, especialmente en 

áreas fronterizas, generando también prácticas discriminatorias entre ciudadanos 

del bloque. Esto se refleja en la “preocupante alta tasa de trabajadores en la 

informalidad en el MERCOSUR”, como en Paraguay, donde dicha tasa alcanza 

alarmantes 80% (DE OLIVEIRA ET. AL.: 2015, pp. 211-212), y en Brasil, habida cuenta 

 
14 “Cabe ressaltar que o trabalhador migrante de um Estado para outro dentro do Mercosul somente 
terá direitos previdenciários caso cumpra com os requisitos internos do país em que está trabalhando, 
e, também, os requisitos externos, ou seja, daquele país que se utilizará para integralizar, por exemplo, 
o tempo de contribuição faltante para a sua aposentadoria” (DE OLIVEIRA ET. AL., 2015: pp. 198-221). 
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del reciente crecimiento de relatos de casos de trabajo análogo a la esclavitud de 

migrantes mercosurianos (MINISTERIO DE TRABAJO Y EMPLEO DE BRASIL: 2025). 

Por ello, parece evidente que la cuestión socio-laboral no es un problema 

normativo en sí mismo, sino un problema eminentemente político, “concentrado en 

el interés del administrador público en implementar acciones que les confieran 

existencia [práctica], lo que no siempre resulta conveniente, pues representa un 

aumento de los costos laborales y la readaptación del gasto público para garantizar 

su fiscalización” (DE OLIVEIRA ET. AL.: 2015, pp. 214 y LIMONGI GASPARINI: 2004, pp. 9-

21), además de demandar “mayores inversiones en infraestructura urbana y en 

servicios públicos de calidad” (SCHULTZ DE CARVALHO: 2014, pp. 1686 y CORTES DA 

COSTA: 2013, pp. 89). Ocurre que esta no es la única falla para la implementación de 

la libre circulación de personas en el MERCOSUR. Como se mencionó, el segundo 

problema gira en torno a las dificultades relativas al reconocimiento de la 

calificación profesional de ciudadanos de otros Estados Parte en los países del 

bloque, lo que también enfrenta limitaciones más políticas que normativas. 

Este tema está directamente relacionado con el reconocimiento y la 

revalidación de títulos y diplomas universitarios emitidos por los países del 

MERCOSUR por sus pares. Se trata, por lo tanto, de un avance crucial para la 

movilidad del trabajador calificado, permitiéndoles ejercer su profesión en otros 

países del bloque. Mientras que el reconocimiento de diplomas tiene una finalidad 

académica, permitiendo que el titular del diploma extranjero continúe estudios a 

nivel de posgrado en una institución de enseñanza del país de destino, la 

revalidación de diplomas presenta un sesgo profesional, permitiendo que el titular 

del diploma extranjero ejerza la profesión regulada en otro país del bloque. 

En este último caso, el diploma extranjero es equiparado, a todos los efectos 

legales, incluso para el ejercicio profesional, a un diploma otorgado por una 

institución de educación superior del país de destino – lo que no ocurre cuando se 

trata del reconocimiento, dado que, en ese caso, la universidad analiza la 

compatibilidad curricular teniendo en cuenta justamente una finalidad limitada (i.e., 

la continuación de los estudios en otro Estado Parte) (BORGES DINIZ ET. AL.: 2023, pp. 

1-18). 
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En el ámbito del MERCOSUR, los debates en torno al reconocimiento de 

diplomas están más avanzados en razón del ‘MERCOSUR Educativo’; sin embargo, la 

revalidación aún es restringida, dependiendo en gran medida de la legislación 

específica de cada Estado Parte del bloque. En cuanto al primero, este se refiere 

específicamente al ‘Sistema de Acreditación de Carreras de Grado’ (ARCU-SUR), que 

tiene como objetivo facilitar el reconocimiento de diplomas de manera simplificada. 

El referido sistema tiene como base el ‘Acuerdo sobre la Creación e 

Implementación de un Sistema de Acreditación de Carreras de Grado (MERCOSUR: 

2008), también conocido como Acuerdo de San Miguel de Tucumán, de 2008, el cual 

certifica la calidad académica de una carrera de grado de una Institución de 

Educación Superior situada en los países del MERCOSUR y en los Estados Asociados 

mediante el establecimiento de comisiones nacionales, que evalúan las carreras y 

las recomiendan al sistema ARCU-SUR. No todos los cursos pasarán por este 

sistema15, pues corresponde a los Estados Partes “establecer, de manera progresiva 

y con base en la reciprocidad, cuáles carreras acreditadas serán reconocidas” 

(MERCOSUR: 2010). 

Al final, lo que este acuerdo, vigente para Brasil, Argentina, Uruguay, 

Paraguay, Venezuela, Colombia, Bolivia y Ecuador (PARAGUAY: 2025), confiere es un 

“sello de calidad regional”, que constituye el paso inicial para el reconocimiento 

mutuo de diplomas universitarios entre los países del bloque. Después de todo, la 

acreditación de universidades, por sí sola, no permite el ejercicio profesional. Este 

debate se realiza a través de otro tratado, a saber, el ‘Acuerdo sobre la Revalidación 

de Títulos y Diplomas de Educación Superior a Nivel de Grado en el MERCOSUR 

(2018). 

En este caso, se prevé que, si el diploma de un profesional fue obtenido en 

una carrera que contaba con la acreditación ARCU-SUR en el momento de su 

emisión, el proceso de revalidación en el país de destino podría igualmente ser 

simplificado. Esto significa que la revalidación pasa a realizarse exclusivamente 

mediante verificación documental, superando la necesidad de análisis específicos de 

 
15 “No primeiro ciclo do Sistema [de 2008 a 2015], que é gerenciado pela Rede de Agências Nacionais de 
Acreditação (RANA), foram acreditados 246 cursos oriundos da Argentina, Bolívia, Brasil, Chile, 
Colômbia, Paraguai, Uruguai e Venezuela. Cabe dizer que o processo de acreditação foi destinado às 
seguintes titulações: agronomia, arquitetura, enfermagem, engenharia, medicina, medicina veterinária 
e odontologia” (PEREIRA DE SOUZA ET. AL., 2020: p. 5) 
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evaluación académica o la exigencia de requisitos académicos adicionales (como 

cursar asignaturas extra) (BORGES DINIZ ET. AL.: 2023, p. 5). 

Es decir, al simplificar la revalidación del diploma para que tenga validez 

oficial en el país de destino de manera indefinida, el Acuerdo de 2018 allana el 

camino para que el individuo pueda actuar profesionalmente, inclusive solicitando 

la matrícula profesional permanente en los consejos u órganos reguladores del 

nuevo país. La única restricción en este sentido prevista en el tratado deriva de la 

eventual exigencia de requisitos adicionales conforme a las normas vigentes para 

cada profesión. 

En estos casos, puede exigirse que, por ejemplo, el individuo proveniente de 

otro Estado Parte realice el mismo procedimiento que un nacional, como la 

exigencia de alguna prueba de calificación profesional, tal como en Brasil se exige a 

los Bachilleres en Derecho para ejercer la abogacía. Cabe resaltar que esta medida 

no presenta carácter discriminatorio, pues no exige requisitos adicionales basados 

en la nacionalidad del titular del título o en el país de emisión del diploma, en la 

medida en que se aplica de manera igual a todos los ciudadanos nacionales del 

Estado en el que se busca revalidarlo (MERCOSUR: 2018, art. 4). 

El gran problema en torno al tema, a los fines de fomentar la libre circulación 

de personas, es que el Acuerdo de 2018 solo se encuentra actualmente vigente en 

Argentina y Uruguay (PARAGUAY: 2025b). Por lo tanto, si por un lado se afirma que la 

revalidación aún es restringida en el ámbito del bloque en virtud de ello, por otro, 

debe señalarse que el Acuerdo de 2018 también apunta a la ampliación del propio 

Sistema ARCU-SUR. Esto se debe a que fomenta “una evolución del Mecanismo 

Experimental de Acreditación de Carreras para el Reconocimiento de Títulos 

Universitarios de Grado en los Países del MERCOSUR (MEXA), responsable de la 

acreditación de 68 carreras [de grado en Agronomía, Ingeniería y Medicina en los 

Estados Parte]” (BORGES DINIZ ET. AL.: 2023, p. 5-6), aunque su validez, conforme a 

dicho experimento que rigió inicialmente entre 2004 y 2006 (PEREIRA DE SOUZA, 

2020: p.4), era únicamente a fines académicos y no para el ejercicio profesional en 

sí (BARREYRO ET. AL: 2015, pp. 49-72). 

Este tema no es nuevo en el bloque. Desde 1999, existe el ‘Acuerdo de 

Admisión de Títulos y Grados Universitarios para el Ejercicio de Actividades 
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Académicas en los Estados Parte del MERCOSUR (1999a), el cual se encuentra 

plenamente vigente16. Este documento tenía como objetivo reconocer 

automáticamente todos los títulos de grado, maestría y doctorado emitidos por los 

Estados Parte del MERCOSUR, a efectos de docencia e investigación (MUNI Y MOREIRA: 

2010, pp. 2941-2942). Es decir, “los títulos no necesitarán [revalidación plena de 

acuerdo con las normas internas de los países] para los fines de docencia e 

investigación” (MUNI Y MOREIRA: 2010, pp. 2942), siendo únicamente necesario 

comprobar que los títulos de grado tengan un mínimo de 4 años de duración y 2.600 

horas cursadas, mientras que los títulos de posgrado (lato y stricto sensu) tengan 

una carga horaria presencial no inferior a 360 horas (MERCOSUR: 1999a, art. 2). 

Además, es necesario que el diploma sea válido conforme a la legislación del país 

emisor (MERCOSUR: 1999a, art. 5). 

Medida que fue vista como “una política internacional de convertir al 

MERCOSUR en un espacio sin fronteras” (MUNI & MOREIRA: 2010, pp. 2942), pues solo 

sería necesario pasar por dicha burocracia a los fines del ejercicio profesional 

(MERCOSUR: 1999a, art. 5). Sin embargo, tampoco está exenta de críticas. Por ejemplo, 

la Coordinación de Perfeccionamiento de Personal de Nivel Superior (CAPES) de 

Brasil, a pesar de no presentar capacidad para interpretar ni siquiera dictar normas 

que jerárquicamente se sobrepongan a aquellas adoptadas por el Presidente de la 

República, en el uso de las atribuciones privativas conferidas por el artículo 84, 

inciso VIII, de la Constitución Brasileña de 1988, para celebrar tratados (BRASIL, 

1988), tiende a no acatar las disposiciones del referido Acuerdo. Esta “generalmente 

se [remite] al artículo 48, párrafo 3º [de la Ley 9.394/1996, que establece las 

directrices básicas de la educación], que trata del reconocimiento por otra 

universidad con equivalencia, reconocido y evaluado en cursos de posgrado dentro 

de la federación brasileña”, no aplicando, de este modo, la revalidación automática 

prevista en el Acuerdo de 1999 (MUNI Y MOREIRA: 2010, p. 2945). 

Además de ello, aunque sin previsión en este Acuerdo, existen decisiones 

judiciales en Brasil que impiden la revalidación automática incluso para esas 

finalidades específicas allí previstas (i.e., docencia e investigación), aplicándose 

 
16 Son las leyes de los Estados Parte: Brasil (Decreto 5.518/05), Argentina (Ley 25.521/01), Uruguay 
(Ley 19.143/13) y Paraguay (Ley 3.588/08) (PARAGUAY, 2025c) 
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indirectamente la legislación interna, la cual, por ejemplo, exige que los cursos sean 

reconocidos por el Ministerio de Educación para emitir certificados o diplomas 

válidos. Específicamente, en la Apelación Civil nº 2008.70.00.009800-1, juzgada por 

el Tribunal Regional Federal de la 4ª Región, la jueza consideró inválido el diploma 

de doctorado obtenido en la Universidad del Museo Social Argentino porque dicho 

curso aún no habría sido plenamente aprobado por la Comisión Nacional de 

Evaluación y Acreditación Universitaria (CONEAU) argentina (MUNI Y MOREIRA: 

2010, p. 2948). 

Así pues, es importante destacar el intento de creación de otras normas que 

buscan viabilizar, al menos de manera temporal, la habilitación profesional (no 

limitada a fines académicos o de investigación). Se trata del ‘Acuerdo Marco del 

MERCOSUR de Reconocimiento Recíproco y Otorgamiento de Matrículas para el 

Ejercicio Profesional Temporario’, adoptado en 2022 (MERCOSUR: 2021). Este 

Acuerdo constituye un avance significativo para la libre circulación de profesionales 

calificados en el bloque, pues permite que profesionales específicos de un país del 

MERCOSUR (o asociado) obtengan un registro temporario (esto es, una habilitación 

provisoria) por un plazo de 2 años (prorrogable por igual período) (MERCOSUR: 2021, 

art. 5), para ejercer su profesión en otro país del bloque sin la necesidad de atravesar 

todo el proceso burocrático de revalidación del diploma. No obstante, este Acuerdo 

de 2022 no contempla todas las profesiones, beneficiando específicamente a cinco 

categorías profesionales, a saber: Ingeniería, Agronomía, Arquitectura, 

Agrimensura y Geología. 

Para usufructuar de este Acuerdo, bastaría con que el profesional solicite el 

registro temporario en el país de destino a través del órgano o consejo profesional 

de su área, como el Consejo Federal de Ingeniería y Agronomía (CONFEA) y el 

Consejo de Arquitectura y Urbanismo (CAU) en el caso brasileño. Para ello, deberá 

presentar el contrato de trabajo o de prestación de servicios, el documento de 

identidad personal, una declaración sobre la situación de su registro profesional en 

el país de origen con fecha de emisión no superior a 180 días a la de su presentación, 

comprobante de domicilio en el país de origen y en el de destino, y una declaración 

jurada en la que el prestador mercosureño afirma que acepta la jurisdicción 

disciplinaria, ética y técnica de la entidad profesional de fiscalización del país de 
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destino, así como una declaración jurada de que actuará únicamente en aquello 

previsto en su contrato (MERCOSUR: 2021, art. 6). Asimismo, puede exigirse la 

asistencia efectiva de un profesional ya registrado localmente. La entidad, al recibir 

la solicitud, la enviará a la entidad correspondiente en el país de origen, disponiendo 

de un plazo de 20 días para decidir sobre la petición o solicitar información adicional 

(MERCOSUR: 2021, art. 5). 

A pesar de que el referido Acuerdo facilita el trabajo de corto y mediano plazo 

en los Estados Parte para estas profesiones específicas, su vigencia es igualmente 

limitada. El documento fue únicamente ratificado por Argentina y Brasil17, 

permaneciendo aún pendiente según el sitio de Paraguay, depositario de los 

instrumentos del MERCOSUR (PARAGUAY: 2025d), manteniendo de este modo las 

restricciones a la libre circulación de profesionales calificados en el bloque. 

Con ello, se llega a la conclusión de que existen realmente muchas iniciativas 

en el bloque con fines de reconocimiento y revalidación de diplomas de nivel 

superior, aunque, en lo que respecta a esta última, subsisten obstáculos 

significativos en cuanto a su realización para el ejercicio profesional —incluso 

cuando este se da en el ámbito académico—. Es decir, más allá de la regulación 

profesional en áreas específicas, la burocracia para la revalidación de títulos, incluso 

para sectores muy específicos como la docencia y la investigación, continúa siendo 

un cuello de botella que limita la movilidad del trabajador calificado. 

No puede hablarse de una movilidad humana plena si en el MERCOSUR 

únicamente se encuentran hoy vigentes el ‘Protocolo de Integración Educativa y 

Reconocimiento de Certificados, Títulos y Estudios de Nivel 

Primario/Fundamental/Básico y Medio/Secundario no técnico’ (MERCOSUR, 1994), y 

el ‘Protocolo de Integración Educacional, Revalidación de Diplomas, Certificados, 

Títulos y de Reconocimiento de Estudios de Nivel Medio Técnico’ (MERCOSUR, 1995 

y BORGES DINIZ ET. AL.: 2023, pp. 4-5). Esto impacta directamente en la efectividad de 

la libre circulación, pues permite únicamente que personas que aún no cuentan con 

una graduación puedan efectivamente migrar, revelando una verdadera fragilidad 

en la implementación del Mercado Común y de la propia ciudadanía sociológica 

 
17 En Brasil, aunque ya se haya depositado su instrumento de ratificación, el Acuerdo de 2022 aún no 
está vigente internamente, debido a la falta de un decreto presidencial que promulgue el tratado. 
(MERCOSUR, 2025a)  
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(principalmente en lo que respecta a la integración de los mercados de trabajo), 

dado que la movilidad profesional parece no resultar “atractiva” para los Estados 

Parte. 

De este modo, en la próxima sección, corresponde analizar la agenda 

pendiente de la libre circulación plena en el bloque, ponderando las barreras y 

asimetrías existentes, especialmente a la luz de lo analizado en las secciones 1 y 2 

precedentes de este texto. 

 

IV. Barreras, Asimetrías y la Agenda Pendiente de la Libre Circulación en el 

MERCOSUR 

Las mayores dificultades enfrentadas por el MERCOSUR en términos de libre 

circulación de personas residen en la naturaleza jurídico-política del bloque y en los 

desafíos de superar la soberanía nacional para crear y aplicar derechos 

transnacionales. En muchas ocasiones, la demora en internalizar las normas 

mercosureñas en el ámbito del legislativo interno18, en razón de la 

intergubernamentalidad19, genera lo que puede denominarse un “apagón 

normativo”, en el cual la norma es creada y su relevancia es destacada en el bloque 

en razón de su finalidad (i.e., la creación de un Mercado Común), pero no resulta 

aplicable en los Estados Parte por razones internas de estos. 

Y los motivos por los cuales la implementación interna no ocurre son 

innumerables. Van desde cuestiones puramente político-ideológicas, relativas a qué 

partido se encuentra al frente del bloque (TREVISAN ET. AL.: 2024, p. 20), hasta asuntos 

económicos, dado que la armonización de políticas públicas20 puede exigir ajustes 

 
18 “De todos modos, cabe destacar que constituyen evidentes obstáculos al desarrollo del MERCOSUR la 
facilidad con que se adoptan tales Decisiones, la burocracia y lentitud de los Parlamentos nacionales en 
su incorporación, así como el exceso de poder decisorio en manos de los Estados” (BELTRAME DE MOURA, 
2015: pp. 642). 
19 En este caso, para algunos, la opción por la intergubernamentalidad en detrimento de la 
supranacionalidad, que podría imponer la aplicación automática de ciertas normas adoptadas en el 
ámbito del bloque, desde sus inicios “se ve agravada por la incapacidad o falta de disposición de estos 
países para internalizar las normas que ellos mismos acordaron. Según la Representación Brasileña en 
el Parlamento del MERCOSUR, de las 120 decisiones del Consejo del Mercado Común (CMC) [adoptadas 
hasta 1993], solo 36 (lo que corresponde al 30%) fueron aprobadas en los legislativos de los cuatro 
países” (SAWAYA JANK,1993: pp. 349-369). 
20 Se parte del supuesto de que el establecimiento de políticas públicas intrabloque es esencial para 
la construcción de un entorno regional integrado. No obstante, “existe un consenso en señalar las 
asimetrías [entre los Estados Parte] como uno de los problemas de las áreas fronterizas [que se busca 
integrar], lo que implica reconocer la región fronteriza en su realidad cotidiana, y no como una 
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legislativos onerosos, los cuales los Estados Partes pueden tener dificultades no solo 

para aceptar21, sino también para implementar, especialmente en función de las 

propias inestabilidades económicas que los países del Cono Sur atraviesan de 

manera recurrente (MELLO SOUZA ET. AL.: 2010, p. 8). Es decir, en definitiva, las 

asimetrías existentes entre los Estados Parte del MERCOSUR, ya sean políticas o 

económicas, pueden considerarse uno de los mayores obstáculos —si no el mayor— 

para la implementación de la propia forma de integración económica pretendida con 

el bloque. 

Ciertamente, la libertad de circulación de los ciudadanos no resuelve las 

disparidades existentes, pero su ausencia las agrava. Por ejemplo, la falta de fluidez 

del mercado de trabajo impide que las regiones más desarrolladas del bloque 

absorban mano de obra calificada proveniente de regiones menos desarrolladas, 

manteniendo las asimetrías y, de manera inevitable, los conflictos distributivos no 

solo entre los Estados, “sino también [en] regiones subnacionales y [entre] los 

grupos de presión que representan a esas regiones en el ámbito interno” (SAWAYA 

JANK: 1993, p. 354), lo que impide vislumbrar los beneficios de un mercado 

integrado. 

Cabe recordar, sin embargo, que el MERCOSUR fue concebido para fortalecer 

a los Estados Parte y, de este modo, promover una mejor inserción de estos en el 

mercado internacional globalizado que, en la época de su creación, se sustentaba en 

el Consenso de Washington (DE LIMA MARIN: 2011, pp. 7-22). Esto significa que, en 

lugar de la competitividad, debería promoverse la integración pretendida, 

suavizando cada vez más las barreras existentes para la implementación de un 

 
construcción discursiva desvinculada de sus determinantes políticos, sociales y económicos. Únicamente 
desde esta perspectiva es posible pensar en intervenciones consistentes en el área de políticas públicas 
y reconocer las asimetrías estructurales en sus impactos sobre la construcción de la ciudadanía social. 
[...] [En efecto], a partir del [re]conocimiento de estas asimetrías, es factible diseñar intervenciones que 
[...] contribuyan a la implementación de políticas públicas destinadas a inducir cambios en la realidad 
fronteriza [...] y [en] elementos estructurales que obstaculizan la necesaria e imprescindible 
cooperación transfronteriza [para alcanzar los objetivos de un bloque económico]” (RIBEIRO NOGUEIRA 

Y TAUBE TORRETA: 2022, pp. 133-146). 
21 “En definitiva, al igual que en otros ámbitos del proceso de integración, los avances parecen ser más 
políticos que jurídicos y estar marcado por el anhelo de conformar una “Patria Grande” aunque sin 
mayores compromisos legales que puedan quitar margen de maniobra a los Estados. Da la impresión 
que la clase política latinoamericana, consciente de los fracasos del pasado y las grandes oscilaciones 
que sufrió la región los últimos 30 años, prefiere no comprometerse a algo que tal vez no pueda cumplir” 
(CORTI VARELA: 2012, p. 115). 
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Mercado Común —y no el fomento de la competitividad intrabloque—. No obstante, 

en la actualidad, en lo que respecta a los trabajadores, siguiendo el ejemplo anterior, 

se observa que su movilidad está motivada mucho más por la huida de crisis en uno 

de los países del bloque que por una oportunidad de crecimiento dentro de este, 

como ocurrió recientemente con Argentina, cuyos ciudadanos están migrando 

masivamente hacia Brasil (REDAÇÃO OESTE: 2023). 

E incluso cuando es posible residir legalmente en un país vecino en virtud del 

Acuerdo de Residencia de 2002, este resulta verdaderamente insuficiente ante la 

inexistencia de una política común22 y armonizada en materia de seguridad social, 

de revalidación de títulos y, incluso, de políticas de empleo. Como se ha discutido, 

aun cuando se hayan subsanado las cuestiones relativas al cómputo integral del 

tiempo de contribución previsional de un país en otro mediante el Acuerdo 

Multilateral de Seguridad Social de 1997, el desajuste de la legislación interna 

aplicable a los derechos de los migrantes en los Estados Partes sigue siendo un 

desafío, dificultando no solo la migración de trabajadores de mayor edad, sino 

también la propia efectivización de una política integracionista, la cual no es 

alcanzable sin abarcar los derechos de los individuos (CARVALHO RAMOS: 2015, pp. 

48-68). 

Además, más allá del registro de carreras en el ámbito del ARCU-SUR 

orientado al reconocimiento de diplomas de manera simplificada y de la posibilidad 

de revalidación de títulos para fines de docencia e investigación derivada del 

Acuerdo de 1999, la posibilidad de una revalidación plena de títulos sería relevante. 

Ello se debe a que la deficiente armonización restringe el derecho del trabajador 

calificado a ejercer su oficio en la práctica, impidiendo así la plena integración del 

mercado laboral mercosureño y potencialmente fomentando aún más la 

competitividad entre los Estados Parte. 

Asimismo, la ausencia de coordinación en las políticas activas de empleo, de 

calificación y de combate al desempleo agrava las asimetrías regionales. Ello se debe 

 
22 No es que no se haya intentado: “[...] en 2011, fue aprobado por el Consejo del Mercado Común el 
Plan Estratégico de Acción Social del MERCOSUR, cuya finalidad es articular y desarrollar acciones 
específicas que consoliden la dimensión social en el bloque con el compromiso de combatir las 
desigualdades y promover la inclusión social”. El problema es que no logró transformar sus objetivos 
en práctica efectiva (BELTRAME DE MOURA, 2018: p. 149). 
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a que, como se ha señalado, algunos lugares pueden verse beneficiados en 

detrimento de otros, incentivando la ya mencionada competitividad interna en el 

bloque en perjuicio de una actuación cooperativa y conjunta en favor de su 

crecimiento como un todo, no solo como se propugnaba en 1991 con la creación del 

MERCOSUR, sino particularmente frente a los mercados internacionales actuales, 

especialmente ante los megaacuerdos económicos, como aquellos desarrollados en 

el ámbito de la Cooperación Económica Asia-Pacífico (APEC), del Acuerdo Integral y 

Progresivo de Asociación Transpacífica (CPTPP), de la Asociación Económica 

Integral Regional (RCEP) y del Área de Libre Comercio Continental Africana 

(AfCFTA). Algunos estudios sugieren que estos mega acuerdos podrían hacer que 

los manufacturados de otras regiones, como el Cono Sur, pierdan participación en el 

comercio global, conduciendo a una cierta primarización de su canasta exportadora, 

lo que iría en sentido contrario a los objetivos del propio MERCOSUR (BETTARELLI 

JÚNIOR & RODRIGUES FARIA: 2022, pp. 33-72). Por otro lado, si existiera un incremento 

en la armonización socio-laboral efectiva del bloque, su crecimiento podría 

permitirle participar de mejor manera en este nuevo encuadre económico mundial 

(SALLE & CARVALHO: 2024, p. 61-68). 

Por lo tanto, estos desafíos demuestran que la circulación de trabajadores 

sigue siendo más una “facilidad migratoria” que una verdadera “libre circulación”. 

Esta restricción migratoria que se mantiene en la práctica dificulta la fluidez y la 

percepción de un espacio común, incluida la propia ciudadanía regional. Cuando el 

migrante, ya sea un trabajador calificado o incluso un trabajador fronterizo, necesita 

recurrir al poder judicial o a la administración pública del lugar de destino para 

luchar por un derecho que debería ser automático, como la revalidación de un 

diploma o el cómputo del tiempo a efectos de jubilación, la norma existente se revela 

débil y, con ello, la ciudadanía se convierte en una declaración programática y no en 

un derecho subjetivo efectivo. 

 La experiencia cotidiana de los migrantes mercosureños de enfrentar la 

burocracia, los retrasos y la propia inseguridad jurídica al intentar ejercer una 

profesión en el país de destino mina la confianza del ciudadano en el proyecto de 

integración regional. De este modo, la ciudadanía regional, en lugar de ser percibida 

como un beneficio, es vista como una norma ineficaz, debilitando el sentido de 
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identidad y pertenencia al bloque. Incluso porque no existe un sentido de 

pertenencia cuando, antes de ser del Cono Sur (en comparación con lo que se 

denomina “europeo” en el viejo continente), el individuo es argentino, brasileño, 

boliviano, paraguayo, uruguayo o venezolano. 

Por ello, incluso con la promulgación del Estatuto de la Ciudadanía del 

MERCOSUR en 2010, destinado a fomentar este aspecto, la conclusión a la que se 

arriba es que la ciudadanía sociológica del bloque permanece incompleta. Existe una 

atención del bloque a la residencia (i.e., en la dimensión civil), sin alcanzar 

plenamente los derechos socioeconómicos (como la salud, la seguridad social y el 

trabajo – incluido aquí el acceso a este mercado y a los derechos laborales –), a pesar 

de que ello fue propugnado en 2010 en el citado documento. Además, aunque no 

haya sido objeto de crítica en este texto por exceder la dimensión de la movilidad 

humana, la propia restricción en términos del ejercicio y goce de derechos políticos 

regionales23 también puede ser considerada un factor que impide que la ciudadanía 

sociológica alcance su plenitud a partir de la construcción de un sentido de 

pertenencia política al bloque. 

Por otro lado, es innegable que el Estatuto de la Ciudadanía también presenta 

contribuciones positivas. Aun siendo una soft law24, es decir, sin poseer carácter 

obligatorio, las ambiciones allí expuestas denotan la agenda pendiente del 

MERCOSUR. Cuando, por ejemplo, se afirma que su Plan de Acción contempla 

diversas iniciativas orientadas a disminuir burocracias y obstáculos vinculados a la 

circulación de personas, como “la creación del Sistema Integrado de Movilidad del 

MERCOSUR (SIMERCOSUR), relativo a la concesión de becas de intercambio para 

investigadores de la región; la creación de la placa común de identificación vehicular 

del MERCOSUR”, e incluso la revisión de un conjunto de documentos, como el 

“Acuerdo de Recife [de 1994], relativo al control integrado de los flujos migratorios 

en las fronteras; [...] la Declaración Sociolaboral del MERCOSUR y el Plan para 

 
23 En el Estatuto de la Ciudadanía se previó: "el reconocimiento progresivo de los derechos políticos a 
los ciudadanos de un Estado Parte, incluyendo la posibilidad de elegir parlamentarios del bloque" 
(NICOLAO: 2015, p.1-32). 
24 Esta es una de las grandes diferencias entre la integración europea y la mercosureña, pues en 
aquella, “desde los inicios se reconoció [mediante documentos vinculantes] un derecho a la libre 
circulación de trabajadores, posteriormente, una ciudadanía comunitaria, [además de] la 
implementación de los Acuerdos Schengen, [en que] se han eliminado los controles en frontera” (CORTI 

VARELA: 2012, p. 115). 
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Facilitar la Circulación de Trabajadores en el MERCOSUR” (KLEIN VIEIRA Y VOLCATO DA 

COSTA: 2018, p. 1-21), puede inferirse no solo que estas serían las dificultades 

primarias para una mejor circulación de personas, sino también el punto de ataque 

inicial para una mejora del bloque a fin de alcanzar sus objetivos. 

Y, cabe destacarlo, ello ya está siendo debatido en algunos sectores, como el 

de la infraestructura fronteriza. Es imperioso recordar que la existencia de una 

infraestructura fronteriza deficitaria y burocrática impide la consolidación de un 

mercado común no solo en términos de movilidad humana, sino también de 

circulación de bienes, razón por la cual constituye uno de los ejes prioritarios de la 

integración regional (OLIVEIRA VIEIRA: 2023, pp. 127- 140 y SALLES ET. AL: 2021ª, p. 

69). En este punto, además del ‘Acuerdo sobre Registro Migratorio Electrónico’ 

(MERCOSUR: 2015), que busca modernizar y agilizar el control del tránsito 

internacional en las fronteras; del ‘Acuerdo sobre Localidades Fronterizas 

Vinculadas’ de 2019 (MERCOSUR: 2019a), que descarta la necesidad de declaración 

de productos de consumo personal o familiar al atravesar puntos aduaneros; y del 

‘Acuerdo de Reconocimiento Mutuo de Certificados de Firma Digital del MERCOSUR’ 

(2019b), que garantiza que los certificados de firma digital emitidos por autoridades 

certificadoras acreditadas en un país del MERCOSUR tengan la misma validez 

jurídica en los demás países del bloque, ya se viene debatiendo (SÁ SOARES: 2025, pp. 

25-27) la implementación de las Áreas de Control Integrado (ACI), con base en el 

Acuerdo de Recife, lo que reduciría de manera significativa los cuellos de botella 

logísticos y la burocracia aduanera al garantizar mayor fluidez y celeridad en el 

despacho fronterizo. 

Con las ACI, en lugar de que un viajero mercosureño o un transportista de 

cargas tenga que detenerse dos veces en los controles fronterizos (una para salir de 

un país y otra para ingresar al vecino), estos se unifican en un único punto físico. En 

este lugar, funcionarios de ambos países que desempeñan funciones de aduana, 

migración, vigilancia sanitaria y transporte trabajan lado a lado, haciendo más 

rápida la verificación documental, en la medida en que esta puede realizarse de 

forma concomitante entre los dos países. 

La implementación de las ACI ocurre normalmente mediante acuerdos 

bilaterales entre países que componen el bloque (DESIDERÁ NETO Y PENHA: 2017, pp. 
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203-225), pero también podría realizarse a través del financiamiento del Fondo de 

Convergencia Estructural del MERCOSUR (FOCEM), creado en 2004 (MERCOSUR, 

2004) y operacionalizado en 2006, el cual también desempeña un papel relevante 

en la reducción de las asimetrías intrabloque25. Ello se debe a que es el principal 

instrumento financiero del bloque, cuyo mandato incluye la reducción de las 

disparidades socioeconómicas entre los Estados Parte. A diferencia de un banco, el 

FOCEM funciona bajo el principio de la solidaridad regional, otorgando recursos no 

reembolsables (i.e., subsidios) para financiar proyectos que promuevan el 

desarrollo regional y el fortalecimiento institucional, lo que puede incluir la 

modernización de los puestos de control fronterizo. Por ello se afirma que el FOCEM 

puede contribuir a hacer realidad la libertad de circulación, siempre que exista 

presupuesto para ello (el cual, sin embargo, es limitado, dado que se formula por el 

Consejo del Mercado Común a partir de las contribuciones de los Estados Parte, sin 

una cuota fija anual periódica) (MERCOSUR, s.f. b). 

 

V. Conclusiones 

El MERCOSUR, a diferencia de la Unión Europea, no contempló 

explícitamente la libre circulación de personas en su documento fundacional. Si bien 

el Tratado de Asunción de 1991 estableció que el propósito de este bloque de 

integración económica regional sería el establecimiento de un Mercado Común (que 

incluye intrínsecamente la libre circulación de personas), la falta de prescripciones 

normativas directas en dicho tratado contribuyó y sigue contribuyendo a una lenta 

adopción de la movilidad humana en el Cono Sur.  

Además, su enfoque inicial en la circulación de mercancías (que actualmente 

constituye una unión aduanera, aunque imperfecta) implicó que el tema de la 

movilidad humana no fuera una agenda prioritaria en los inicios del bloque, y solo 

adquirió relevancia a principios de la década de 2000, especialmente con el Acuerdo 

de Residencia de 2002, el documento intrabloque más importante sobre el tema. La 

cuestión principal es que este Acuerdo no puede, por sí solo, establecer una libre 

 
25 Para una lista completa de las acciones del FOCEM en los últimos 20 años, v. MERCOSUR (2025b) 
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circulación que fomente simultáneamente el sentido de pertenencia al bloque, base 

para reconocer la existencia de una ciudadanía regional integral (sociológica). 

De lo anterior se desprende que las limitaciones encontradas en la práctica 

en cuanto a la implementación de la libre circulación crean una gran disparidad 

entre lo deseado en el marco de un mercado común y lo que realmente se garantiza 

en el bloque en términos normativos, es decir, el "mero" derecho de residencia sin 

necesidad de acreditar trabajo, estudios, acogida humanitaria u otra base. Esta 

situación culmina en la promoción de asimetrías intrabloque y, por lo tanto, impacta 

directamente la libre circulación como principio y el desarrollo de la ciudadanía 

regional en varias dimensiones cruciales.  

En vista de esta "agenda pendiente", sin embargo, se entiende igualmente 

que la combinación y aplicación de todos los acuerdos ya formulados sobre la 

materia en el MERCOSUR no han sido en vano, contribuyendo a allanar el camino 

para la libre circulación y la integración de los ciudadanos en la región, lo que 

requiere únicamente una mayor voluntad política de los Estados miembros, incluso 

dada la naturaleza político-jurídica intergubernamental del bloque. Esto se debe a 

que ya existen vías para ampliar esta integración, incluidos los mecanismos de 

financiamiento. Por ello, además de las asimetrías económicas, la dispar resistencia 

política y regulatoria normativa interna de los países del Cono Sur y sus “cuellos de 

botella burocráticos” son considerados los mayores obstáculos para lograr su 

propósito (establecer un Mercado Común), y este es el principal hallazgo de esta 

investigación. 

Por ello, se argumenta que los instrumentos jurídicos adoptados por el 

MERCOSUR a lo largo de sus 24 años de existencia aún no han superado eficazmente 

las barreras históricas a la libre circulación dentro del bloque, creando únicamente 

una circulación facilitada que depende de los Estados miembros en diversas 

cuestiones, como la revalidación de títulos para el ejercicio profesional o incluso la 

falta de voluntad política para reajustar el gasto público interno con el fin de ofrecer 

(en términos de calidad), garantizar y supervisar la implementación de los derechos 

sociolaborales de las personas de otros países del bloque dentro de su territorio. 

Estas, podría decirse, son las barreras migratorias invisibles del MERCOSUR.  
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Esto confirma la hipótesis de la investigación, y puede afirmarse, 

sucintamente, que el MERCOSUR ha progresado de una «movilidad restringida» a 

una «circulación facilitada», pero no ha alcanzado la «libre circulación plena» y, por 

lo tanto, no ha constituido una ciudadanía regional sociológica, no por falta de 

prescripciones normativas, sino (en gran medida) debido a obstáculos políticos y 

económicos intrínsecos a la propia naturaleza intergubernamental del bloque.  
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